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Panel integrado por su presidente el Juez Bermúdez Torres, la Juez 
Nieves Figueroa,1 la Jueza Soroeta Kodesh y el Juez Torres Ramírez.   

 
 

SENTENCIA 

 

En San Juan, Puerto Rico, a 4 de diciembre de 2019. 

I. 

El 28 de abril de 2016, la Sra. Glory Ruiz Maldonado instó 

una Querella sobre despido injustificado y represalias contra su 

antiguo patrono, Ambassador Veterans Services, Inc., 

(Ambassador), bajo el procedimiento sumario establecido por la Ley 

Núm. 2 de 12 de octubre de 1961,2según enmendada (Ley 2). 

Sostuvo que laboró en La Casa del Veterano, negocio administrado 

por Ambassador, desde el 31 de julio de 2007, hasta el 24 de febrero 

de 2016, fecha en la cual fue despedida sin justa causa. De igual 

manera, alegó que fue suspendida de empleo y sueldo 

injustificadamente desde el 7 de enero de 2016 --fecha en la cual 

regresó de vacaciones--, hasta el 14 de enero de 2016. Por ello, 

reclamó el pago de una mesada ascendente a $21,698.98, más 

$25,000.00 por concepto de daños por razón del despido como acto 

                                                 
1 La Juez Nieves Figueroa no interviene. 
2 32 LPRA § 3118, et seq. 
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de represalias y $20,000.00 por concepto de costas, gastos y 

honorarios de abogado.  

El 9 de mayo de 2016, Ambassador contestó la Querella. 

Expresó que la Sra. Ruiz Maldonado trabajó para ellos desde el 1 de 

septiembre de 2014, fecha en la cual dicha compañía advino 

administradora de La Casa del Veterano. Adujo, además, que el 

despido de la Sra. Ruiz Maldonado, así como el de otros 3 

empleados, respondía a una restructuración y reorganización de la 

empresa, predicada en el buen y normal funcionamiento de esta, y 

no por razones discriminatorias o represalias. Respecto al reclamo 

de represalias, Ambassador arguyó que la Querella presentada por 

la Sra. Ruiz Maldonado no mencionó actividad protegida alguna, 

acción adversa tomada en su contra, ni su respectiva vinculación, 

por lo cual dicha alegación era insostenible. 

Tras la celebración de una vista en su fondo, el 3 de febrero 

de 2017, notificada el 9, el Tribunal de Primera Instancia dictó 

Sentencia, desestimando la Querella presentada. Inconforme, el 21 

de febrero de 2017, la Sra. Ruiz Maldonado compareció ante nos 

mediante recurso de Apelación. Plantea:  

Erró la Honorable Juez Marisol Díaz Guerrero, al 
interpretar la prueba presentada en el juicio a favor de 

la parte querellada. 
 

El 18 de abril de 2017 Ambassador compareció mediante 

Oposición. Sostuvo que el Tribunal de Primera Instancia actuó 

correctamente al desestimar la Querella en su totalidad, toda vez 

que la Sra. Ruiz Maldonado no pudo probar que su despido no 

respondió a una restructuración, ni que su suspensión fue una 

medida de represalia. A tales fines, adujo que la suspensión de la 

Sra. Ruiz Maldonado respondió a su desempeño laboral deficiente. 

Contando con las posiciones de las partes, procedemos a resolver. 
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II. 

La Ley 80 de 30 de mayo de 1976, conocida como la Ley Sobre 

Despidos Injustificados,3 (Ley 80), confiere a todo empleado 

contratado sin tiempo determinado, que fuese despedido sin justa 

causa, el derecho a recibir de su patrono, además del sueldo que 

hubiera devengado, una indemnización correspondiente de uno a 

tres meses de sueldo, dependiendo del número de años de servicio 

del empleado, y una indemnización progresiva adicional equivalente 

a una semana de sueldo por cada año de servicio.4 

La Ley 80, según vigente al momento de los hechos de este 

caso, contenía una presunción de que el empleado fue despedido 

injustificadamente. Para rebatirla, el patrono estaba obligado a 

alegar hechos constitutivos de justa causa para el despido y 

probarlos durante el juicio, mediante preponderancia de la 

evidencia.5  

En tal sentido, el Art. 2 de la Ley 80 enumera una serie de 

circunstancias, cuya concurrencia constituiría justa causa para el 

despido. En lo pertinente al caso de marras, el inciso (e) dispone que 

se justifica el despido causado por “[l]os cambios tecnológicos o de 

reorganización, así como los de estilo, diseño o naturaleza del 

producto que se produce o maneja por el establecimiento y los 

cambios en los servicios rendidos al público”.6 Cónsono con lo 

anterior, se ha resuelto que un patrono puede modificar su manera 

de hacer negocios, de la manera provista por este Artículo, siempre 

que responda a una reestructuración bona fide de la empresa. De 

tal manera, podría hacer frente a problemas financieros mediante la 

eliminación de plazas, la creación de otras nuevas o la fusión con 

algunas ya existentes.7  

                                                 
3 29 LPRA § 185, et seq. 
4 29 LPRA § 185a; Díaz v. Wyndham Hotel Corp., 155 DPR 364, 375 (2001). 
5 29 LPRA § 185k; Díaz v. Wyndham Hotel Corp., supra, págs. 378-379. 
6 29 LPRA § 185b(e). 
7 SLG Zapata-Rivera v. J.F. Montalvo, 189 DPR 414, 426 (2013). 
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De igual forma, el inciso (f) de la Ley 80 establece que serán 

justificadas las “reducciones en empleo que se hacen necesarias 

debido a una reducción en el volumen de producción, ventas o 

ganancias, anticipadas o que prevalecen al ocurrir el despido”.8 Esta 

circunstancia se relaciona a las actuaciones del patrono dirigidas a 

la administración de su negocio, que se manifiestan de ordinario por 

razones de índole económicas surgidas en la operación diaria de las 

empresas. Por ello, la cesantía amparada en dicho artículo siempre 

tiene que estar relacionada con el buen y normal funcionamiento de 

la empresa.9 Sin embargo, no toda baja en producción, o en ventas 

o en ganancias justifica el despido; sino aquella que sea 

“significativa a tal grado como para amenazar la estabilidad y 

solvencia económica del negocio”.10 

Para poder justificar el despido bajo cualquiera de las 

modalidades antes discutidas, el patrono debe presentar 

“evidencia acreditativa del plan de reorganización implantado, 

así como su utilidad, y/o alegada disminución en la producción, 

ventas o ganancias, según corresponda”.11 Ciertamente, el 

patrono es quien tiene el peso de probar, “mediante evidencia 

incontrovertida, que la cesantía no fue producto de un mero 

capricho o arbitrariedad de su parte, sino que respondió a una 

reorganización interna motivada por consideraciones de índole 

económica en función de una disminución en volumen de sus 

ventas”.12 

A. 

La rebeldía es la posición procesal en que se coloca la parte 

que no cumple con algún deber procesal o ha dejado de ejercitar su 

                                                 
8 29 LPRA § 185b(f). 
9 Díaz v. Wyndham Hotel Corp., supra, págs. 376-377. 
10 Guía revisada para la aplicación de la Ley Núm. 80 de 30 de mayo de 1976, 

según enmendada, Departamento del Trabajo y Recursos Humanos, pág. 59 
(2014). 
11 Íd., pág. 61. 
12 Íd., pág. 62. 
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derecho a defenderse.13 Del lenguaje de la propia Regla se desprende 

que la anotación de rebeldía es un remedio que opera para dos tipos 

de situaciones. La primera, cuando el demandado no cumple con el 

requisito de comparecer a contestar la demanda y/o a defenderse 

en otra forma prescrita por ley. La segunda, para situaciones en las 

que una de las partes en el pleito ha incumplido con algún mandato 

del tribunal, lo que motiva a éste a imponerle la rebeldía como 

sanción, a tenor con la Regla 34.3 (b)(3).14  

La consecuencia jurídica de la anotación en rebeldía es 

que se admiten como ciertos todos los hechos correctamente 

alegados en la demanda.15 No obstante, un "trámite en rebeldía no 

garantiza per se, una sentencia favorable al demandante; toda vez 

que “la parte en rebeldía no admite hechos incorrectamente alegados 

como tampoco conclusiones de derecho, ni alegaciones 

conclusorias”.16 Al contrario, la parte que solicita un remedio tiene 

la obligación de correctamente alegar hechos específicos, que, de ser 

probados, demuestren de su faz que es acreedor de lo solicitado.17  

B. 
 

La Ley Núm. 115 del 15 de diciembre de 1991, conocida como 

Ley de Represalias,18 es un estatuto que se creó para proteger a los 

empleados contra las represalias que puedan tomar los patronos en 

contra de estos, por ofrecer algún tipo de testimonio, expresión o 

información, ante un foro legislativo, administrativo o judicial en 

Puerto Rico, así como por ofrecer testimonio, expresión o 

información en los procedimientos internos establecidos de la 

empresa, o ante cualquier empleado o representante en una 

                                                 
13 Rafael Hernández Colón, Práctica Jurídica de Puerto Rico, Derecho Procesal 

Civil, 5ta ed. San Juan, PR, Ed. Lexisnexis, 2010, pág. 287.   
14 32 LPRA Ap. V, R. 34.3. 
15 Ocasio Méndez v. Kelly Services, 163 DPR 653 (2005); Álamo v. Supermercado 

Grande, Inc., 158 DPR 93, (2002); Colón v. Ramos, 116 DPR 258 (1985). 
16 Álamo v. Supermercado Grande Inc., supra, a la pág. 102; Continental Ins. Co. 
v. Isleta Marina, 106 DPR 809, 817 (1978). 
17 Álamo v. Supermercado Grande, Inc., supra.   
18 29 LPRA § 194, et seq. 
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posición de autoridad.19  El propósito de este estatuto fue proteger 

a los empleados que fueran discriminados por medio de represalias 

por participar en alguna de las actividades protegidas mencionadas 

anteriormente.20  

Para tener una causa de acción bajo la referida disposición 

estatutaria el empleado tendrá que probar lo siguiente: (1) que 

participó en una de las actividades protegidas por la ley; (2) y que 

subsiguientemente fue despedido, amenazado o sufrió discrimen en 

el empleo, a raíz de dicha participación.21  

C. 
 

De ordinario, no debemos intervenir con las determinaciones 

de hechos que hacen los foros de instancia, así como con su 

apreciación sobre la credibilidad de testigos y el valor de la prueba 

desfilada. Ello responde a que los jueces de instancia están en mejor 

posición para evaluar la prueba presentada, escuchar a los testigos 

mientras declaran y observar su comportamiento.22 Esta norma de 

deferencia no es absoluta y cede cuando un tribunal de instancia 

haya actuado mediando pasión, perjuicio o parcialidad, o cuando 

haya incurrido en error manifiesto. Para determinar que un Tribunal 

cometió un error o actuó de la forma antes descrita, es necesario 

analizar la totalidad de la prueba presentada. El tal caso, nuestra 

intervención se amerita cuando la apreciación de la prueba no 

represente el balance más racional, justiciero y jurídico de la 

totalidad de la prueba.23  

 

 

 

                                                 
19 29 LPRA § 194b. 
20 Ocasio Méndez v. Kelly Services, supra, pág. 684. 
21 Íd.; 29 LPRA § 194a(c). 
22 Dávila Nieves v. Meléndez Marín, 187 DPR 750, 770-772 (2013); González 
Hernández v. González Hernández, 181 DPR 746, 776-777 (2011). 
23 Íd. 
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III. 

A. 

En su señalamiento de error, la Sra. Ruiz Maldonado plantea 

que el Tribunal de Primera Instancia erró al aquilatar la prueba 

vertida en el juicio. A tales fines, arguye que fue suspendida sin 

razón válida y sin previa notificación de que existía una 

investigación respecto a su conducta, lo cual alega, constituye un 

acto de represalias. Añade que fue despedida sin que existiese 

evidencia de una restructuración que justifique su despido, 

contrario lo requerido por la Ley 80. Le asiste la razón en cuanto a 

que su despido fue injustificado, mas no en cuanto a su reclamo de 

represalias. Veamos. 

En su Sentencia, el Tribunal de Primera Instancia expresó que 

las alegaciones de la Sra. Ruiz Maldonado fueron generales y 

concluyentes, por lo cual celebró una vista en rebeldía para que esta 

sustentara sus alegaciones y para que Ambassador tuviese la 

oportunidad de contrainterrogar la prueba presentada. Durante la 

referida vista, Ambassador no pudo ofrecer prueba respecto a la 

justificación del despido, toda vez que se encontraba en rebeldía.  

En su escrito en oposición, Ambassador enfatiza que la Sra. 

Ruiz Maldonado no pudo probar que su despido no fue causado por 

una restructuración. Sin embargo, obvia que, al momento de los 

hechos, la Ley 80 contenía una presunción rebatible, de que el 

despido de un empleado era injustificado, y que imponía al patrono 

el peso de probar lo contrario.  

Ambassador, al encontrarse en rebeldía, no podía presentar 

prueba en apoyo a la alegada restructuración que justificaría el 

despido de la Sra. Ruiz Marrero. Debido a ello, no rebatió la 

presunción de despido injustificado que favorecía a esta. A pesar de 

ello, el Tribunal de Primera Instancia concluyó que el despido de la 
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Sra. Ruiz Marrero fue justificado y, en efecto, respondía a una 

restructuración. Ciertamente, el Foro a quo erró al así actuar. 

B. 

De otro lado, la Sra. Ruiz Maldonado sostiene que fue su 

suspensión y despido fueron actos de represalias. Sin embargo, 

pasa por alto que, para tener una causa de acción bajo la Ley de 

Represalias, es necesario que hubiese probado que participó en una 

de las actividades protegidas por la ley y que subsiguientemente fue 

despedida, amenazada o sufrió discrimen en el empleo, por razón 

de dicha participación.  

Contrario a la Ley 80, según vigente al momento de los 

hechos, la Ley de Represalias no cuenta con presunción alguna a 

favor de quien entabla una reclamación amparada en esta. En 

atención a ello, destacamos que la Sra. Ruiz Marrero tenía el peso 

de probar, durante el juicio, que, en efecto, fue víctima de represalias 

por participar en alguna de las actividades protegidas mencionadas 

en dicha pieza legislativa. Sin embargo, el expediente se encuentra 

huérfano de evidencia que sustente la posición de la Sra. Ruiz 

Marrero. Por consiguiente, determinamos que no procede la 

imposición de daños en concepto de represalias, según solicitado 

por esta. 

IV. 

En consideración a los hechos particulares de este caso, 

procede revocar la Sentencia recurrida. Se devuelve el caso al foro 

de origen para que allí, se celebre una vista en rebeldía, en la cual 

únicamente se establezca la cuantía de la mesada a favor de la Sra. 

Ruiz Marrero.24  

                                                 
24 Destacamos que el Tribunal de Primera Instancia reconoció, en sus 
determinaciones de hecho, que la Sra. Ruiz Marrero trabajó para la Casa del 

Veterano, ininterrumpidamente, desde el 31 de julio de 2007 hasta el 24 de 

febrero de 2016. 
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 Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. La Jueza Soroeta Kodesh disiente sin 

opinión escrita. 

 

 
 
 

                                                  Lcda.  Lilia M. Oquendo Solís 
                                           Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

 


